Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 10 minutos) 


-Esta Comisión agradece muy especialmente la presencia del señor Ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de sus asesores, así como también la del señor Presidente del Instituto Nacional de 
Colonización y demás integrantes de ese Organismo, quienes han sido invitados para brindar su opinión y 
sugerencias con respecto al proyecto de ley a consideración del Senado por el cual se derogarían los 
incisos segundo y sexto del artículo 35, y se modificarían los artículos 70 y 101 de la Ley N* 11.029, de 12 
de enero de 1948, en la redacción dada por la Ley N* 18.187, de 2 de noviembre de 2007. 


En principio la Presidencia entiende que escuchar la opinión de los jerarcas no supone tener una 
suerte de debate con el señor Ministro o con los integrantes del Instituto Nacional de Colonización. Por lo 
tanto, la idea es recibir las opiniones y, después, dentro de la propia Comisión, como corresponde, los 
señores Senadores -que estarán de acuerdo o no con lo que aquí se haya manifestado- podrán hacer los 
comentarios que entiendan pertinentes. 


A solicitud del señor Ministro, tiene la palabra el señor Presidente del Instituto Nacional de 
Colonización. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Ante todo, agradezco a la Comisión la invitación realizada al Instituto para que 
podamos opinar sobre el proyecto de ley a consideración y, a su vez, responder las consultas que planteen 
los señores Senadores. 


El Instituto Nacional de Colonización tiene como fundamento llevar adelante políticas para 
promover una racional subdivisión de la tierra y su adecuada explotación, procurando el aumento y mejora 
de la producción agropecuaria y la radicación y bienestar del trabajador rural, tal como lo indica el artículo 
1% de la Ley N* 11.029. Por lo tanto, sobre eso trabajamos, implementando las políticas correspondientes. 


Para enmarcar cuál es la situación actual, podemos decir que durante este último año, de 
acuerdo a lo que se establece en el artículo 35, pasaron por el Instituto compromisos de compraventa de 
predios de 500 hectáreas índice CONEAT 100, que totalizaron alrededor de 180.000 hectáreas, y en los 
que el precio promedio fue de US$ 3.900. De todas esas tierras, el Instituto no llegó a comprar 6.000 
hectáreas debido al presupuesto de que dispone. De todas maneras, entregamos 28.000 hectáreas a 533 
colonos, en grupos o de manera individual. Ahora bien, si observamos el conjunto de compromisos de 
compraventa que llegaron al Instituto, advertimos que los que venden generalmente son individuos, 
productores uruguayos, mientras que los que compran son, frecuentemente, sociedades anónimas 
extranjeras. 


Por otra parte, el artículo 2? de la Ley N* 11.029 dice “Créase el Instituto Nacional de Colonización 
sobre la base de la actual Sección Fomento Rural y Colonización del Banco Hipotecario del Uruguay”, y es 
también sobre esa base jurídica que nosotros vamos a realizar una propuesta. 


De acuerdo con lo establecido en el literal A) del artículo 108, el capital del Instituto Nacional de 
Colonización lo constituirán: “Los bienes que actualmente integran el patrimonio de la Sección Fomento 
Rural y Colonización del Banco Hipotecario - inmuebles, muebles, títulos, efectivo, créditos, acciones, 
cauciones, etc.”. 


Habiendo estudiado las modificaciones a la Ley N* 18.187, proponemos corregir los principales 
defectos u observaciones realizadas por la Suprema Corte de Justicia con los que define la 
inconstitucionalidad en los casos presentados: consentir la desafectación de los propietarios que hubiesen 
cancelado con anterioridad a 1948 -más allá de la posición de principio del Instituto Nacional de 


Colonización- y mantener la afectación del resto de los predios que vienen del Banco Hipotecario del 
Uruguay por la Ley N* 11.029. 


Las modificaciones de la Ley N* 18.187 vienen con sugerencias del Instituto Nacional de 
Colonización y permitirán ordenar las desviaciones de la ley, que se han venido efectuando desde hace 
tiempo, como así también cumplir con los recientes fallos dictados por la Suprema Corte de Justicia y evitar 
aportar al proceso de concentración que se ha venido dando. En definitiva, el desafío a futuro planteado 
por el Instituto es apuntar al desarrollo productivo y social basándose en el correcto, racional y sostenible 
uso de los recursos naturales, siendo un ente que ayude al equilibrio y evite acciones hegemónicas entre el 
agronegocio y la agricultura familiar. En síntesis: cumplir con el mandato artiguista establecido en el 
Reglamento de Tierras de 1815. 


Para agregar a la decisión política de las sugerencias que hacemos, comentamos que en una 
visita al departamento de Paysandú, donde nos trasladamos desde Estación Queguay hasta Guaviyú, 
recorriendo las colonias por dentro pudimos constatar que del lado izquierdo, un ciudadano alemán que no 
vive en el país posee 10.000 hectáreas y, del lado derecho, 2.000 hectáreas pertenecen a una sociedad 
anónima argentina. Antes esos predios eran colonias en las que había gurises que iban a las escuelas y 
colonos que daban vida. Hoy encontramos allí un montón de taperas y un lugar en el que se producen 
perros. Hay cientos de hijos de colonos de Ros de Oger, Guaviyú, Las Delicias y Arroyo Malo que están a 
la espera de la acción del Instituto para volver a repoblar la campaña, tal como lo establece la Ley N* 
18.187. 


Entregamos a la Mesa el material gráfico del Instituto Nacional de Colonización, elaborado en 
base a las modificaciones realizadas en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estas modificaciones fueron acordadas oportunamente y estuvieron a punto de 
ser votadas en el Plenario de la Cámara de Senadores. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. La exposición que voy a realizar no versará sobre lo jurídico, sino que 
pretenderá contextualizar y expresar cómo vemos la eventual desafectación de lo que fue objeto de la 
Sección Fomento Rural del Banco Hipotecario, que es lo que está en discusión. No nos corresponde opinar 
con respecto a la definición o descripción de inconstitucionalidad referida a los artículos de la Ley N* 
18.187. 


Consideramos importante tener en cuenta las actuales circunstancias por las que, 
afortunadamente, atraviesa la producción agropecuaria nacional. Después de muchas décadas de 
estancamiento debido a distintos factores -como, por ejemplo, el deterioro de los términos de intercambio, 
los bajos precios internacionales y las dificultades de colocación de nuestros productos-, parece que 
finalmente ha llegado la hora de la agricultura y la agropecuaria nacionales, desencadenando 
oportunidades para la producción pero, a la vez, desafiándonos con procesos muy fuertes de inversión, 
renovación e incorporación de tecnología. Como se trata de un negocio rentable, se ha observado una 
llegada importante de inversión extranjera, lo que tiene un montón de aspectos positivos, pero también 
puede llegar a generar efectos negativos desde el punto de vista de la concentración de la tierra. 


En el marco de las políticas públicas que pretenden garantizar la oportunidad de trabajo para los 
productores nacionales, se están llevando adelante una serie de proyectos vinculados a la mejora de los 
niveles tecnológicos, la incorporación de infraestructuras productivas, la temática del agua, el manejo del 
campo natural y la asistencia técnica. La reciente y actual institucionalización de la Dirección General de 
Desarrollo Rural apunta a tener instrumentos técnicos y financieros diferenciados y direccionados hacia la 
agricultura familiar. Debemos recordar que esta actividad está representada por alrededor de dos terceras 
partes de los productores; la mayoría de los colonos de este país -diría que todos- son agricultores 
familiares. Frente a los cambios vertiginosos ocurridos en la agropecuaria nacional en la última década -o 
en los últimos ocho años-, en un proceso en el cual la valorización de los productos de la agricultura y la 


ganadería es muy fuerte, pero la valorización de la tierra lo es aún más, la competencia por el recurso tierra 
se hace cada vez mayor y la posibilidad de acceder a ella a partir de un proceso productivo se torna cada 
vez más dificultosa. 


De manera que nos encontramos en una situación en la que tenemos mercados e instrumentos y 
estamos planteando políticas de desarrollo rural, pero nos parece que sería inconducente propiciar 
mecanismos por los cuales aquellos productores que tienen la posibilidad de desarrollarse con la 
agricultura y la ganadería se vean sometidos a una competencia feroz -diría- por el recurso tierra. 


Por otro lado, visitando zonas que en mis treinta años de ingeniero agrónomo nunca había 
conocido, pude percibir una preocupación distinta a la que se ha escuchado con respecto al tema de la 
desafectación. Normalmente se ha discutido todo este tema desde la perspectiva de quienes quieren ser 
desafectados, pero al recorrer los distintos caminos uno puede escuchar a mucha gente preocupada 
porque haya acciones que, de alguna manera, impidan que las colonias se desagreguen. En definitiva, hay 
algunos procesos productivos, como la forestación -muy vinculada a una economía a gran escala- y la 
agricultura extensiva, que son grandes competidores por las parcelas de tierra. 


Nos parece que no deberíamos perder la oportunidad de mantener una cantidad importante de 
hectáreas de tierra -recordemos que estamos hablando de casi 200.000 hectáreas- dentro de las 
competencias y las atribuciones del Instituto Nacional de Colonización, de forma de dar tiempo a esos 
productores para que puedan aprovechar lo que, sin duda -estamos convencidos de ello-, son épocas muy 
promisorias para quienes producimos alimentos. Desde ese punto de vista, entendemos que los 
Legisladores tendrán que encontrar la solución legal para abordar este tema, de forma de compatibilizar las 
cuestiones jurídicas con las oportunidades de producción y, a partir de ello, lograr el desarrollo de nuestras 
comunidades rurales. 


SEÑOR AGAZZI.- Tengo una gran satisfacción por esta reunión a la que el señor Presidente convocó al 
señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y al Directorio del Instituto Nacional de Colonización, 
porque estamos avanzando hacia algo que nos planteamos hace aproximadamente un año y que ha tenido 
una evolución que nos permitió llegar al día de hoy. En realidad, la corrección de la Ley N* 18.187 para 
terminar con una definición bien clara de las reglas de juego de la colonización es importante para el país, y 
nosotros estamos jugando un rol en ese sentido. Los Legisladores de los distintos partidos que estamos en 
la Comisión tenemos nuestras opiniones al respecto, pero quiero manifestarme a favor de lo que planteó el 
señor Presidente, porque ese es un tema que discutiremos después. Este asunto tiene una parte técnica, 
una parte jurídica y también una parte política, y hemos estado de acuerdo en la Comisión en cuanto a que 
hay que dejar atrás algunas discusiones inconducentes y necesitamos clarificar el futuro. 


Ahora bien, mi pregunta concreta tiene que ver con lo siguiente. Un tema que ha estado en el 
tapete es el de la información precisa sobre este asunto. Cuando se formó el Instituto Nacional de 
Colonización, esto fue precedido por veinte leyes que hubo desde 1880 en adelante en relación a la 
colonización. Había una cierta cantidad de hectáreas ocupadas por familias rurales, que venían de lo que 
hizo el Banco Hipotecario del Uruguay, en la Sección Fomento Rural, la Comisión Asesora de Colonización 
y otras estructuras que hubo antes. Entonces, me gustaría saber cuánto representaban esas tierras que 
estaban ocupadas por colonos y que recibió el Instituto Nacional de Colonización, y cuál era la situación en 
que estaban esos colonos. Este es un tema que ya hemos discutido en la Comisión, pero creo que contar 
con la visita de quienes deben informarnos sobre estos asuntos es importantísimo. ¿Cuántas familias ya 
tenían la propiedad jurídica de los predios y no tenían ninguna deuda con el Banco ni con el Instituto, y 
cuántas siguieron vinculadas al Instituto después? Me gustaría que, si hay información disponible sobre 
este tema, podamos tenerla sobre la mesa. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Como consecuencia de las distintas leyes que comenzaron el proceso 
colonizador en el Uruguay, hay una cifra superior a las 200.000 hectáreas que fueron colonizadas. De ese 
total, una parte correspondía a propietarios que ya habían cancelado el precio y ya no tenían hipotecas 
sobre esos predios. Se calcula que antes del año 1948 había unas 22.000 hectáreas que ya estaban con 
hipoteca saldada, escrituradas y con precio pagado. Pero había también promitentes compradores y 
arrendatarios; de hecho, cuando se plantea la enajenación y la desafectación total, muchas de esas 


fracciones todavía son propiedad del Instituto Nacional de Colonización y están arrendadas a colonos. De 
todas maneras, quedan alrededor de 150.000 hectáreas que estarían en distintos ámbitos de propiedad, 
pero que fueron canceladas y la hipoteca estaba en propiedad del Instituto Nacional de Colonización 
después de 1948. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero también corresponde decir que en los casos de hipoteca ya hubo 
desprendimiento del dominio, de la propiedad; lo que hay es un gravamen. Es decir: hay que diferenciar 
claramente lo que es título y modo en lo que hace a la transferencia de un bien inmueble de lo que es una 
garantía de carácter real. El hecho de que se constituya una hipoteca no significa que la propiedad 
continúe estando en manos del Instituto Nacional de Colonización. Aclaro que no expreso esto con la 
intención de polemizar, sino simplemente como un elemento jurídico diáfano e indiscutible. 


SEÑOR NIN NOVOA.- El Instituto nos ha acercado sugerencias al proyecto de ley sustitutivo que la 
Comisión estuvo a punto de votar, pero como hace tiempo que estamos discutiendo este tema, la primera 
de esas sugerencias provenía del Directorio anterior. En ese sentido, quisiera saber si hay modificaciones 
al proyecto original que venía del Directorio anterior y cuál fue el resultado de la votación dentro del 
Directorio. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En esta instancia nosotros vinimos a discutir sobre el proyecto que estaba en el 
Senado; no estudiamos para atrás, sino que queremos ir para adelante. Hoy estamos entregando esta 
propuesta sobre la base del proyecto que se nos hizo llegar y cabe aclarar que tiene pocas modificaciones. 
Por ejemplo, contiene la eliminación del artículo 3%, que no es un asunto jurídico ni político sino de texto, 
porque se repite en el 6* y genera confusión. Lo que sí se establece -en el artículo 6%, que ahora pasa a ser 
5“- es la separación de aquellos propietarios de bienes con precio cancelado a enero de 1948, ya que el 
Instituto considera que es una propuesta atendible y accede a su desafectación. 


Quiero aclarar que no estoy hablando a título personal, sino en nombre del Directorio, tal como 
fue convenido en la última reunión. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Simplemente estaba haciendo una apreciación; yo sé que el señor Presidente habla 
en nombre del Directorio y por eso quería saber si había sido una decisión por mayoría o por unanimidad. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Esta es una posición consensuada. 


SEÑOR PARDIÑAS..- En primer lugar, quisiera aprovechar esta reunión del Senado en la que se trata este 
tema que nos preocupa bastante, para que el Instituto precise algo que fue cuestionado en la Ley N* 
18.187. Me refiero, concretamente, a la constitucionalidad de la norma, que fue cuestionada no sólo en los 
debates, sino también frente a la Suprema Corte de Justicia. Entonces, nos interesa que el Instituto nos 
diga en qué se centró la Suprema Corte de Justicia para declarar la inconstitucionalidad. La apreciación 
que tenemos es que no se centró fuertemente en los temas de la afectación de la tierra, sino en los que 
tenían que ver con los procedimientos estipulados en la ley, y si existía expropiación sin la debida 
reparación. Quisiera saber si el Instituto, en su área jurídica, ha evaluado estos dictámenes que ha emitido 
la Suprema Corte de Justicia y, en ese caso, pediría que se nos informara al respecto. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En realidad, es exactamente como lo plantea el señor Representante. Si mal no 
recuerdo, creo que en el inciso noveno se plantea la mayor traba vinculada a la inconstitucionalidad. Y 
sobre eso justamente hay una cláusula de expropiación sin pago de precio por lo que, realmente, el 
Instituto considera que tiene razón la Suprema Corte de Justicia, y nos avenimos a la decisión y al cambio 
que este mismo proyecto ya planteaba. Es decir, estamos de acuerdo en corregir -ya lo manifesté en mi 
intervención anterior- aquellas cosas que están definitivamente mal y que, de hecho, es a lo que se refiere 
la traba de inconstitucionalidad, donde había medidas que no podían ser llevadas adelante. De todas 
maneras, cabe acotar que no todos los fallos fueron en contra del Instituto. Hubo cinco o siete en contra y 
tres a favor y todos fueron presentados de la misma manera, es decir que el cambio fue en la decisión de 
los señores Jueces. Aunque hubieran sido todos a favor, creemos que es justo cambiar algo que no está 
bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Doy la bienvenida al señor Gaggero y es un gusto recibirlo en esta Comisión. 


SEÑOR GAGGERO.- Quiero dejar constancia de que los miembros del Directorio llegamos a las 12 y 45 
minutos; estábamos aguardando en la sala de espera para participar de esta reunión. Por lo tanto, no 
llegamos tarde, sino que estábamos en esta Casa y nos hubiera gustado participar desde el principio de 
esta sesión. De todas maneras, nunca es tarde cuando la dicha es buena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le aclaro que no es culpa de la Presidencia ni de esta Comisión. 


SEÑOR GAGGERO.- Dejo esta constancia porque fue una demora en cuanto al ingreso a esta Comisión, y 
debo salvar la responsabilidad de los tres miembros del Directorio que acabamos de entrar a Sala. 


En cuanto al tema que nos convoca, quiero decir que lo único que acoge la Suprema Corte de 
Justicia como inconstitucionalidad de la Ley N* 18.187 es que la norma desconoce el principio de seguridad 
jurídica, lesionando derechos adquiridos al declarar la nulidad de los contratos celebrados en infracción 
sobre predios adquiridos, fundamentalmente, al Banco Hipotecario antes de 1948. La Suprema Corte de 
Justicia también aclara que los reclamantes de la inconstitucionalidad no tienen un derecho adquirido, sino 
que tenían meras expectativas de tener intereses para ser concretados. Quiere decir que la Suprema Corte 
de Justicia también reconoce la afectación que tenían las fracciones que provenían del Banco Hipotecario, 
lo cual le daría solamente una expectativa y no un derecho a los adquirentes de esas tierras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera aprovechar esta instancia para formular una sencilla pregunta al señor 
Ministro, que nada tiene que ver con el tema de la convocatoria. Me gustaría saber cuál es la posición del 
Poder Ejecutivo en cuanto al plazo otorgado a las sociedades para la adquisición de tierras, que vencería 
el 30 de junio de 2011. Por supuesto, si el señor Ministro no quiere o no está en condiciones de contestar 
esta pregunta en este momento, lo puede hacer más adelante, pero la formulé porque una cantidad de 
gente ha consultado al respecto y, como dije, el plazo vence el 30 de junio. 


SEÑOR MINISTRO.- Se trata de un tema que está en proceso de definición. La ley establece claramente 
que aquellas sociedades que no hayan sido regularizadas antes de esa fecha se disolverán de pleno 
derecho. En este sentido, estamos tratando de determinar cuántas siguieron el proceso para transformar 
sus acciones en acciones nominativas y cuántas han sido exceptuadas por el mecanismo de la 
presentación de proyectos productivos o por las características propias de esas sociedades, pero la gran 
interrogante es cuántas son las que aún no se han presentado. Tenemos algunas dificultades a nivel de los 
registros para conocer cuál es la magnitud del universo que quedaría en infracción al 30 de junio, situación 
que, sin duda, provocaría dificultades de tipo jurídico y, también, formal. Al respecto, solicito al doctor 
Castelar que complemente mi respuesta. 


SEÑOR CASTELAR.- El problema que tenemos es que es necesario cruzar información de los diferentes 
registros para poder definir el universo de quienes eventualmente deberían presentarse ante la Comisión - 
antes de que venza el plazo- para cumplir con el trámite que establecen la Ley N* 18.092 y su decreto 
reglamentario, y todavía no hemos podido perfeccionar ese mecanismo. Conocer estos datos nos permitiría 
saber si el plazo es o no suficiente. Lo que sí tenemos identificado es la cantidad de casos que se han 
presentado, pero como dije, el cruce de la información registral nos permitiría conocer el universo, pero eso 
aún no lo podemos precisar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les solicito que nos brinden esa información cuando la tengan porque como lo 
que vence es un plazo legal, debemos conocer la posición del Ministerio a la hora de decidir o no su 
prórroga. 


Si no hay ninguna otra precisión que realizar por parte de las delegaciones del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del Instituto Nacional de Colonización ni de los señores Senadores, les 
agradecemos a nuestros invitados su comparecencia y pedimos disculpas por las dificultades que tuvo el 
Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización para arribar a la reunión lo que, obviamente, escapa 


al control de los integrantes de la Comisión y de la Secretaría, que siempre hacen un enorme esfuerzo para 
que todo funcione en forma correcta. 


(Se retiran de Sala las delegaciones del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
y del Instituto Nacional de Colonización.) 


-Informo a los señores Senadores que tenemos algunas modificaciones que, en lo personal, 
entiendo que son importantes y merecen ser estudiadas. Concretamente, se elimina el artículo 3%. Es de 
hacer notar que el año pasado habíamos llegado a un entendimiento. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Está en el artículo 6%, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador. Además, en el artículo 4? existen algunas deficiencias desde 
el punto de vista de la procedencia dominial de la fracción a que refiere cuando establece: “correspondiera 
a la Sección Fomento Rural y Colonización”. Esto no está bien desde el punto de vista jurídico. Insisto en 
que tenemos algunos cuestionamientos, aunque no quiero abundar en ellos. Sería importante lograr algún 
tipo de acuerdo. 


En mi opinión, el texto madre es el del año pasado, que recogía el entendimiento de todos los 
partidos y que, de alguna manera, nos hacía salir de una situación de inconstitucionalidad que, 
lamentablemente, luego se generó. 


Vale la pena recordar que la Ley de Repoblamiento de la Campaña que se aprobó en el Senado 
no contenía los artículos que después terminaron siendo cuestionados. Dichas disposiciones fueron 
agregadas en la Cámara de Representantes y cuando el proyecto de ley volvió al Senado para ser 
convalidado, también se produjeron algunas deficiencias a nivel legislativo. En definitiva, se terminó 
sancionando una ley que provocó una cantidad de complicaciones. 


Creo que debemos analizar esta documentación y determinar los puntos de entendimiento a los 
efectos de encontrar algún tipo de acuerdo. 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece que es una gran ventaja partir de la base del proyecto de ley que habíamos 
acordado porque dejamos atrás una cantidad de puntos que nosotros mismos habíamos negociado. 


Por lo que he visto, aquí se incluyen artículos copiados textualmente de nuestro proyecto de ley. 
Entonces, ¿qué aspectos son iguales? ¿Cuáles son los cambios pequeños? Todo esto lo tenemos que 
analizar muy bien, por lo que la propuesta me parece muy conveniente, incluso para que tomemos una 
posición política y la definamos aquí, tal vez en la próxima reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora está en nosotros terminar de legislar sobre este tema. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Lo que quiero decir va en la misma dirección que lo expresado por el señor 
Presidente y el señor Senador Agazzi. Creo que puede ser útil para nosotros que se elabore un 
comparativo del proyecto acordado por todas las fuerzas políticas y el sustitutivo que hoy nos ha acercado 
el Instituto Nacional de Colonización, para empezar a trabajar en la próxima sesión y concretar 
rápidamente los acuerdos pertinentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, quedaríamos convocados para el jueves de la semana próxima. De 
todas formas, si existiera alguna posibilidad de reunirnos informalmente en los días por venir para ir 
puliendo algunos aspectos, podríamos hacerlo, conciliando los momentos disponibles de cada uno. Cabe 
señalar que a los efectos de nuestro trabajo necesitaríamos el mencionado comparativo cuanto antes. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 52 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


